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RECURSO DE APELACIÓN SS/74/2019




      RECURSO DE APELACION 74/2019/SS




     JUICIO CONTENCIOSO 373/2019/2


     DEMANDADO Y RECURRENTE:

**********                                 MAGISTRADO 




     JUAN RAMIRO ROBLEDO RUIZ
                                SECRETARIA

                                ADELA ORALIA RODRÍGUEZ RODRIGUEZ

San Luis Potosí, San Luis Potosí, acuerdo de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa, correspondiente a la determinación unitaria del 28  veintiocho de enero  de dos mil veinte.

V I S T O S , para resolver los autos del Toca número 74/2019/SS formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el 8 ocho de  noviembre del 2019 dos mil diecinueve,  por **********, en su carácter de Subprocurador de Investigación de la Procuraduría General de Justicia en el  Estado, en  contra de la sentencia de fecha   27 veintisiete de septiembre   del  año próximo pasado, pronunciada por la Segunda Sala  Unitaria, al resolver  el juicio contencioso administrativo estatal número 373/2019/2 promovido por ********** por conducto de su Apoderado general, licenciado **********  en contra **********
          R E S U L T A  N D O

I.- Por escrito presentado en la Oficialía de Partes de este Tribunal, con fecha 13 trece de mayo  del año 2019 dos mil diecinueve, el licenciado **********compareció**********en su carácter**********  demandando la nulidad del siguiente acto administrativo:

“El oficio resolución **********, emitido el día  30 de abril de 2019, por el licenciado Raúl Flores Olguín en su carácter de Subprocurador de Investigación de la Procuraduría General del Justica del Estado, así como todas sus consecuencias legales”

II.- Mediante acuerdo de fecha 3 tres de junio  del año 2019 dos mil diecinueve, el  Magistrado de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal, admitió a trámite la demanda de referencia, ordenando emplazar a las autoridades demandadas para que produjeran  su contestación a la demanda, carga procesal cumplida en tiempo y forma (fojas 123 a 150) refiriéndose a los hechos de la demanda, a los conceptos de derecho  con capítulo de ofrecimiento de pruebas.

III.-  Seguido el juicio en todas sus fases, el  29 veintinueve de agosto del  año próximo pasado, se llevó a cabo la audiencia de ley conforme a los artículos  246 y 247 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con asistencia únicamente del Delegado de la autoridad demandada Fiscal General del Estado; en la que se admitieron y desahogaron las pruebas ofrecidas, citándose para resolver, por lo que el  27 veintisiete de septiembre del 2019 dos mil diecinueve, se procedió a dictar la sentencia respectiva, con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Es fundada la causal de improcedencia y sobreseimiento que hizo valer el Fiscal General del Estado de San  Luis Potosí en su contestación de demanda, por lo que de conformidad con lo resuelto en el considerando cuarto de este fallo, SE DECRETA EL SOBRESEIMIENTO del presente juicio, en lo referente a la autoridad en cita.
TERCERO Son infundadas las excepciones que hizo valer el Subprocurador de Investigación de la Procuraduría General de Justicia en el Estado, en transición a Fiscalía General del Estado en su contestación de demanda, por los motivos expuestos en el Considerando Cuarto de este fallo.
CUARTO.- La empresa actora probó los extremos de su acción, en consecuencia:

QUINTO.- Se declara la ilegalidad, invalidez y nulidad de la resolución impugnada dictada el treinta de abril  de dos mil diecinueve, en el que la Subprocuraduría de Investigación de la Procuraduría General de Justicia en el Estado, en Transición a la Fiscalía General del Estado, determinó la incompetencia de esa autoridad para conocer, tramitar y resolver la reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado, presentada en la vía administrativa por la aquí empresa actora; por lo que se deja sin efecto legal alguno: de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en el Considerando Sexto  de esta sentencia, y para los efectos que se precisaron en el apartado C de ese mismo  Considerando.”
SEXTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y mediante oficio a las autoridades demandadas.”

IV.-  La sentencia  descrita en el punto que antecede, fue notificada a la parte actora por lista de fecha 21 veintiuno de octubre del 2019 dos mil diecinueve y a la autoridad demandada con fecha 16 dieciséis  del mismo mes y año, según consta en los autos del expediente del juicio  contencioso administrativo estatal.

V.- con fecha 13 
de noviembre del presente año próximo pasado, se recibió el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, de conformidad con lo previsto  por el artículo 152 fracción I del Código  Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí,

VI.- Por acuerdo de diecinueve de noviembre del dos mil diecinueve  se radicó la apelación con el número 74/2019/SS, se admitió a trámite y con las copias exhibidas se ordenó correr traslado a la parte actora en los términos del artículo 154 del Código Procesal de la materia.
VII.- Por proveído de fecha 9 nueve de diciembre de la anterior anualidad se  dio vista a la parte actora la cual no desahogó por lo que por auto de 9 nueve de diciembre se citó para resolver.




C O N S I D E R A N D O.

PRIMERO. Competencia.-  A la Sala  Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer los recursos de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7 fracción II, 9 fracción II, 23 fracciones IV y V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152 último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.

SEGUNDO.- Existencia del acto recurrido.- En cierto y se acredita con el informe rendido por el Magistrado de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal y los autos originales del juicio contencioso administrativo estatal número 373/2019/2 en los cuales obra glosada la sentencia que lo constituye.

TERCERO.- Legitimación. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de licenciado   **********  en su carácter de Subprocurador de Investigación de la Procuraduría General de Justicia en el Estado, demandada  en el juicio contencioso administrativo estatal arriba mencionado, cuya resolución es el acto impugnado en los términos del artículo 152 primer párrafo del  Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia fue notificada  al demandado aquí recurrente el día 16 dieciséis de octubre del año 2019 dos mil diecinueve, surtió efectos el día 17 diecisiete del  mismo mes y año, por lo que en los términos del artículo 40 de la misma Ley Adjetiva supra citada  el plazo para la interposición del recurso transcurrió de 18 dieciocho de octubre al 11 once de noviembre,  al descontar para tal efecto los días diecinueve, veinte, veintiséis y veintisiete de octubre, dos tres,  nueve y diez de noviembre del año próximo pasado por ser sábados y domingos, así como los días treinta y uno de octubre y primero de noviembre por haber sido declarados inhábiles en acuerdo del pleno de este Tribunal, de conformidad con lo establecido por el artículo 15 del Código Procesal Administrativo que nos rige, por lo que si el recurso de apelación se presentó el día 13 trece de noviembre, se efectuó con la oportunidad debida.

QUINTO.  Atento al principio de economía procesal  no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de  la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante, al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia para cumplir con los requisitos de congruencia y exhaustividad. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida  por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

También cobra aplicación la tesis del Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil y del Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, consultable en la página dos mil ciento quince, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXIII, marzo de dos mil seis, Novena Época, de rubro y contenido siguientes:

“SENTENCIA DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, AL EMITIRLAS NO SE ENCUENTRAN OBLIGADOS A TRASCRIBIR LA RESOLUCÍÓN RECURRIDA. El hecho de que en las sentencias que emitan los Tribunales Colegiados de Circuito, no se transcriba la resolución recurrida, no infringe las disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual quedan sujetas sus actuaciones pues el artículo 77  de dicha legislación no lo prevé así, ni existe precepto alguno que establezca esa obligación; ni existe precepto alguno que establezca esa obligación; además, dicha omisión no deja en estado de indefensión al recurrente, puesto que ese fallo obra en los  autos y se toma en cuenta al resolver” 
SEXTO.- Antecedentes.

Previo al análisis de los agravios expresados por la parte recurrente y con la finalidad de obtener un panorama jurídico del asunto que nos ocupa, se considera conveniente  relatar los antecedentes  y destacar las circunstancias que acontecieron en el procedimiento de donde emana el acto impugnado, haciendo una síntesis de los antecedentes procesales más relevantes.
La parte actora  **********., por conducto de su representante legal el licenciado **********, promovió el presente juicio en contra del Fiscal General del Estado y del Subprocurador de Investigación de la Procuraduría General de Justicia del Estado, señalando como acto impugnado la resolución  SI/367/2019 de fecha 30 treinta de abril del 2019 dos mil diecinueve, en la cual la autoridad demandada en cumplimiento de la ejecutoria de amparo dictada por el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito al resolver el recurso de revisión interpuesto por aquella autoridad  en contra de la sentencia emitida por la Juez Primero de Distrito en el Estado, dejó sin efecto legal  la resolución de fecha ocho de mayo de dos mil dieciocho y dictó una nueva con fecha 30 treinta de abril del año 2019 dos mil diecinueve, con la libertad de jurisdicción que le otorgó la ejecutoria de amparo aludida, pronunciándose respecto a la reclamación y solicitud de indemnización por conductas irregulares en la administración pública, derivada del hecho de que habiendo presentado una querella por fraude en contra J. Carlos Ubaldo Toranzo Noriega y otros, al ejercitarse la acción penal correspondiente, el juez en materia penal negó la orden de aprehensión por haber prescrito dicha acción.
En la resolución señalada como acto impugnado, la autoridad demandada Subprocurador de Investigación de la Procuraduría General de Justicia del Estado, por las razones que ahí expone se declaró incompetente para conocer, incoar y resolver el procedimiento administrativo previsto por la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

La sentencia de la primera instancia declaró la ilegalidad e invalidez y la nulidad de la resolución impugnada que fue dictada el 30 treinta de abril del año 2019 dos mil diecinueve por el Subprocurador de Investigación de la Procuraduría General de Justicia en transición a la Fiscalía General del Estado, ordenándole que emitiera un nuevo acto en el que remita al Titular  de la Entidad Responsable, que es el competente para conocer y resolver la reclamación de responsabilidad patrimonial del Estado  presentada por la vía administrativa por la actora, a efecto de que esta autoridad acuerde sobre la admisión de dicha reclamación, sin perjuicio de que pueda requerir a la empresa actora en caso de que la reclamación presentada no satisfaga los requisitos que exige el artículo 22 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y resuelva lo que en derecho corresponda.
SÉPTIMO.- Análisis de los agravios.
Se procede al estudio de los agravios que hace valer la autoridad  demandada, los cuales se examinarán en concatenación con las diversas constancias y probanzas de autos

a).- De los argumentos que  expone el apelante en su escrito relativo, se puede colegir que como primer agravio se duele de que la Sala resolutora estimó infundada la causal de improcedencia o sobreseimiento que hizo valer al contestar la demanda, incurriendo con ello en una incorrecta interpretación de la ley, ”dando de mano” la de primera instancia, que a la actora no se le notificó la resolución de fecha 8 ocho de mayo del 2018 dos mil dieciocho,  lo cual en su concepto no es verdadero ya que tan tuvo conocimiento de esta resolución que la impugnó por  la vía de amparo, y que por ello al no acudir  a la vía contenciosa ante este Tribunal  en el tiempo que marca  el Código Procesal Administrativo vigente en el Estado, a partir de aquella fecha, se entiende que la consintió y por lo tanto precluyó su derecho, debiendo sobreseerse por ello este juicio.
Este concepto de agravio es infundado e inoperante:

Para demostrar tal calificativa y como resultado de un estudio del considerando relativo de la sentencia recurrida a que  se hace referencia  en este agravio, se conviene que es el apelante quien incurre  en  error, toda vez que el A quo no asentó como lo aquel lo  asevera, que  a la actora no se le notificó el auto de fecha 8 ocho de mayo del año 2018 dos mil dieciocho, lo cual carece de relevancia como se explicará posteriormente; la Sala señaló que la autoridad ahora apelante soslaya que el acto impugnado en este procedimiento administrativo  es la resolución de fecha 30 treinta de abril del año 2019 dos mil diecinueve y no el de 8 ocho de mayo del 2018 dos mil dieciocho,  consistente en el acuerdo de la autoridad demandada que determinó que la Procuraduría General de Justicia del Estado en transición a la Fiscalía General del Estado, es incompetente para conocer de la reclamación de responsabilidad patrimonial del Estado que interpuso la aquí actora, que le fue notificado mediante el oficio SI/367/2019 de fecha 30 treinta de abril del 2019 dos mil diecinueve  y que sustituyó al diverso de ocho de mayo del dos mil dieciocho a que alude el apelante, dejando a éste  por lo tanto sin efecto legal alguno y que por ello concluye que el actor  sí  interpuso su demanda de nulidad en tiempo, es decir dentro del plazo de treinta días hábiles siguientes al en que surtió sus efectos conforme a la fracción I del artículo 24 del Código Procesal Administrativo, y como consecuencia la Tercera Sala declara improcedente la causal de improcedencia consistente en el consentimiento tácito.

De ahí lo infundado de este concepto de agravio; esta apreciación se fortalece si se toma en consideración que la preclusión que alega el apelante se refiere a un acto administrativo que no es materia de impugnación en este procedimiento, ya que sus efectos cesaron por haber sido sustituido por otra resolución, o sea la   dictada como consecuencia de una ejecutoria de amparo que concedió la protección federal al quejoso aquí demandante, con la finalidad  de que la autoridad responsable precisamente dejara sin efecto el auto de fecha ocho de mayo del dos mil dieciocho y en su lugar y con plenitud de jurisdicción, dictara una nueva resolución en la que se pronunciara respecto  de la reclamación o solicitud de indemnización por conductas irregulares en la administración pública; por lo que consecuentemente debe concluirse  que se trata de un nuevo acto. 
De ello deviene también lo inoperante de este agravio  cuyos planteamientos deben desestimarse porque por una parte resultan  afirmaciones  que repiten argumentos que ya se estudiaron ampliamente y se resolvieron   en la primera instancia; tratándose de un argumento reiterativo y no de un agravio expuesto con razonamiento propio, ni se advierte de su contenido perístasis alguna encaminada a combatir el fondo de los motivos aducidos en la apelada, ni  para desestimar la ilegalidad de las consideraciones en que se sustentó el fallo. 
b).- Un segundo agravio que se puede  inferir del escrito relativo, toda vez que en el mismo  refiere   consideraciones muy generales que hace sobre la sentencia  recurrida sin concretar un argumento lógico jurídico para analizarse;  en forma muy ambigua señala que la sentencia carece de  los requisitos que debe contener, en cuanto a claridad, precisión y congruencia con la demanda, las contestaciones y las demás pretensiones deducidas; siendo por ello violatoria del artículo 81 del Código de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria al Código de Comercio (sic), y que además es violatoria de los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, por carecer de fundamentación y motivación.

Este motivo de disenso  también  resulta evidentemente inoperante porque se trata de afirmaciones generales que resultan ambiguas e inciertas
En efecto, si bien es cierto que no se exige en la formulación de los agravios que guarden un apego estricto a la forma del silogismo, sino que basta con que se exprese con claridad la causa petendi, ello no exime al recurrente de señalar cual es la lesión que le causa el acto apelado y los motivos que la originaron, pues  si no lo hace, la resolución que se dicte se tornaría oficiosa, lo que equivaldría a suplir la deficiencia de la queja, que en el caso es improcedente.
Son características de un agravio: precisar cuál es la parte de la sentencia que  lo causa; citar el precepto legal violado;  demostrar dicha transgresión  con razonamientos lógico-jurídicos idóneos y  citar  las leyes, doctrinas y jurisprudencias en apoyo a los argumentos expuestos, de los que se  desprenda la violación de la norma vigente.
El agravio que se analiza se limita a asentar que la sentencia recurrida carece de los requisitos que debe contener en cuanto a claridad, precisión y congruencia con la demanda, la contestación y las pruebas de autos, pero no indica en forma concreta la parte o partes del fallo apelado que son omisas en cumplir con tales requisitos, por lo que esta Alzada  está impedida de realizar un estudio oficioso al respecto, por no encontrarse el presente caso en alguna de las hipótesis de excepción al principio de estricto derecho, como sería una  manifiesta violación de la ley, que evidencia una transgresión en forma clara y patente.

Esto es, que no  basta la mención genérica de un tema que en vía de agravio se haga valer para que este Tribunal de Alzada tenga que realizar un pronunciamiento de fondo; sino era indispensable, como ya se  asentó, que el apelante hubiera indicado en forma concreta exponiendo el motivo de la infracción legal que le imputa al A quo, exponiendo fundamentos, razones o argumentos, además de que no combate el fondo del fallo natural, limitándose a realizar afirmaciones sin sustento o conclusiones no demostradas, por lo cual no puede considerarse como un verdadero razonamiento.
  Los agravios tendientes a combatir una resolución no deben limitarse a señalar los elementos que existen para considerar injustificados los considerandos de la sentencia o establecer cuales preceptos omitió el juzgador, sino refutar debidamente las consideraciones que se vertieron para concluir el sentido de la resolución. El Tribunal de Alzada solo debe  pronunciarse respecto de las cuestiones que en vía de agravio le sometan a su  decisión; en caso contrario queda en la imposibilidad de modificar los pronunciamientos consentidos o no combatidos por el recurrente  (Tantum devolutum quantum apellatum), lo que lleva a concluir que al no existir esas condiciones mínimas, este agravio  de debe calificar como inoperante e insuficiente.

En obsequio a la claridad de la idea que se viene sustentando se transcriben las siguientes Tesis jurisprudenciales:

Época: Séptima Época: Registro: 239187:    Instancia: Segunda Sala: Tipo de Tesis: Jurisprudencia: Fuente: Semanario Judicial de la Federación:  Volumen 12, Tercera Parte : Materia(s): Común: Tesis:  Página: 70. 

“AGRAVIOS INSUFICIENTES.- Cuando en los agravios aducidos por la recurrente no se precisan argumentos tendientes a demostrar la ilegalidad de la sentencia, ni se atacan los fundamentos legales y consideraciones en que se sustenta el sentido del fallo, se impone confirmarlo en sus términos por la insuficiencia de los propios agravios”.

Época: Novena Época: Registro: 191376: Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito: Tipo de Tesis: Jurisprudencia: Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo XII, Agosto de 2000: Materia(s): Común: Tesis: VI.2o.C. J/191: Página: 1034 

“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN.- Cuando no se advierta una violación manifiesta de la ley que deje sin defensa al recurrente y que no amerite, por tanto, la suplencia de la queja a que se refiere el artículo 76 bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, los agravios son inoperantes para los efectos de la revisión, si no se expone argumentación alguna para combatir los fundamentos legales y consideraciones en que se sustenta la sentencia del a quo, ya que el artículo 88 del mismo ordenamiento legal le impone la obligación de expresar los agravios que le cause dicha sentencia que, por tal motivo, se impone confirmar en todas sus partes” 
En consecuencia, al declararse  inoperantes e insuficientes los agravios expresados por la autoridad demandada recurrente y por las razones expuestas en este considerando, lo procedente será confirmar en todos sus puntos la sentencia apelada.

Por lo expuesto y fundado y con apoyo además en lo dispuesto por los artículos 155 y 156 del Código Procesal Administrativo del Estado, se resuelve:
PRIMERO.- Se confirma la sentencia recurrida conforme a lo expuesto en el considerando séptimo de esta resolución.

SEGUNDO.- Notifíquese con testimonio de esta resolución; remítanse los autos a la Sala de origen; háganse las anotaciones correspondientes y en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido.
TERCERO.- Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 16 fracción IV del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la auxiliar jurisdiccional Yun Sen Fiscal Wong para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Juan Ramiro Robledo Ruiz, ante la Secretaria Jurisdiccional Adela Oralia Rodríguez Rodríguez, actuando en funciones del Secretario de Acuerdos, que autoriza y da fe. Rúbricas.
LA SECRETARIA JURISDICCIONAL ACTUANDO EN FUNCIONES DE SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE SAN LUIS POTOSÍ C E R T I F I C A: QUE LAS PRESENTES COPIAS CONSTAN DE CATORCE PÁGINAS Y CONCUERDAN FIELMENTE EN TODAS Y CADA UNA DE SUS PARTES CON LA SENTENCIA EMITIDA AL RESOLVER EL TOCA DE APELACIÓN 74/2019/SS, EL VEINTIOCHO DE ENERO DE DOS MIL VEINTE, LAS CUALES SE CERTIFICAN CON APOYO EN LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 53 FRACCIÓN IV DE LA LEY ORGANICA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA, PARA LOS USOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P. A LOS VEINTINUEVE DÍAS DEL MES DE ENERO DE DOS MIL VEINTE.- DOY FE. 

LICENCIADA ADELA ORALIA RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ
Secretaria Jurisdiccional en funciones de Secretario de Acuerdos de la Sala Superior

del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí
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